
PROYECTO DE LEY QUE PREVIENE Y SANCIONA LOS CONFLICTOS DE INTERESES, Y MODIFICA NORMAS SOBRE INHABILIDADES E
INCOMPATIBILIDADES EN EL EJERCICIO DE LA FUNCIÓN PÚBLICA

(BOLETÍN N° 10.140-07)

TEXTO LEGAL VIGENTE TEXTO DEL MENSAJE

DECRETO CON FUERZA DE LEY N° 1, DE 2000, DEL MINISTERIO
SECRETARÍA GENERAL DE LA PRESIDENCIA,

FIJA TEXTO REFUNDIDO, COORDINADO Y SISTEMATIZADO DE LA LEY Nº
18.575, ORGANICA CONSTITUCIONAL DE BASES GENERALES DE LA

ADMINISTRACION DEL ESTADO, DE 1986

PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1°.- Modifícase el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2000, del Ministerio
Secretaría  General  de  la  Presidencia,  que  fija  texto  refundido,  coordinado  y
sistematizado de la ley Nº 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de
la Administración del Estado, en el siguiente sentido:

Párrafo 2º
De las inhabilidades e incompatibilidades administrativas

Artículo 54.- Sin perjuicio de las inhabilidades especiales que establezca la ley, no
podrán ingresar a cargos en la Administración del Estado:

a) Las personas que tengan vigente o suscriban, por sí o por terceros, contratos o
cauciones ascendentes a doscientas unidades tributarias mensuales o más, con el
respectivo organismo de la Administración Pública.

Tampoco podrán hacerlo quienes tengan litigios pendientes con la institución de
que se trata, a menos que se refieran al  ejercicio de derechos propios,  de su
cónyuge, hijos, adoptados o parientes hasta el tercer grado de consanguinidad y
segundo de afinidad inclusive.

Igual prohibición regirá respecto de los directores, administradores, representantes
y socios titulares del diez por ciento o más de los derechos de cualquier clase de
sociedad,  cuando  ésta  tenga  contratos  o  cauciones  vigentes  ascendentes  a
doscientas  unidades  tributarias  mensuales  o más,  o litigios  pendientes,  con el
organismo de la Administración a cuyo ingreso se postule.

1) En el artículo 54:

a) Intercálase en el segundo párrafo de la letra a), a continuación de la expresión
“cónyuge,” la expresión “conviviente civil,”.

b) Suprímese en el tercer párrafo de la letra a), la expresión “del diez por ciento o
más”.
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b) Las personas que tengan la calidad de cónyuge, hijos, adoptados o parientes
hasta el tercer grado de consanguinidad y segundo de afinidad inclusive respecto
de  las  autoridades  y  de  los  funcionarios  directivos  del  organismo  de  la
administración  civil  del  Estado  al  que  postulan,  hasta  el  nivel  de  jefe  de
departamento o su equivalente, inclusive.

c) Las personas que se hallen condenadas por crimen o simple delito.

c) Intercálase en la letra b), a continuación de la expresión “cónyuge,” la expresión
“conviviente civil,”.

d) Agrégase el siguiente literal d), nuevo:

“d) Los lobistas que consten en el registro que señala el artículo 13 de la ley Nº
20.730,  que  hubieren  realizado  lobby  ante  el  organismo respectivo,  o  ante  el
ministerio del cual dependa, en los doce meses anteriores a su nombramiento.”.

e) Agrégase el siguiente literal e), nuevo:

“e) Quienes se hayan desempeñado, durante los seis meses anteriores,  como
directores o gerentes de entidades del sector privado sujetas a fiscalización por
parte de la institución respectiva.”.

f) Agrégase el siguiente literal f), nuevo:

“f) Quienes hayan sido sancionados por infracción a los deberes establecidos en
los  artículos  56  bis  y  56  ter,  durante  los  cinco  años  anteriores  a  su
nombramiento.”.

Artículo 56.- Todos los funcionarios tendrán derecho a ejercer libremente cualquier
profesión,  industria,  comercio  u  oficio  conciliable  con  su  posición  en  la
Administración del Estado, siempre que con ello no se perturbe el fiel y oportuno
cumplimiento  de sus deberes  funcionarios,  sin  perjuicio  de las  prohibiciones  o
limitaciones establecidas por ley.

2) En el artículo 56:

2



TEXTO LEGAL VIGENTE TEXTO DEL MENSAJE

Estas actividades deberán desarrollarse siempre fuera de la jornada de trabajo y
con recursos privados. Son incompatibles con la función pública las actividades
particulares  cuyo  ejercicio  deba  realizarse  en  horarios  que  coincidan  total  o
parcialmente con la jornada de trabajo que se tenga asignada.  Asimismo,  son
incompatibles con el ejercicio de la función pública las actividades particulares de
las  autoridades o  funcionarios  que se refieran a  materias  específicas  o casos
concretos que deban ser analizados,  informados o resueltos por ellos o por el
organismo o servicio público a que pertenezcan; y la representación de un tercero
en acciones civiles deducidas en contra de un organismo de la Administración del
Estado, salvo que actúen en favor de alguna de las personas señaladas en la letra
b)  del  Artículo  54  o  que  medie  disposición  especial  de  ley  que  regule  dicha
representación.

Del mismo modo son incompatibles las actividades de las ex autoridades o ex
funcionarios de una institución fiscalizadora que impliquen una relación laboral con
entidades del  sector  privado sujetas a la  fiscalización de ese organismo.  Esta
incompatibilidad se mantendrá hasta seis meses después de haber expirado en
funciones.

a) Sustitúyese el inciso segundo, por los siguientes incisos:

“Estas actividades deberán desarrollarse siempre fuera de la jornada de trabajo y
con recursos privados. 

Son incompatibles con la función pública:

a) El ejercicio de actividades privadas que se realicen, o no puedan menos que
realizarse, total o parcialmente, durante la jornada de trabajo que le corresponda.

b)  El  ejercicio  de  actividades  privadas,  por  sí  o  a  través  de  apoderado  o
mandatario, por cuenta propia o ajena, que se refieran a materias específicas o
casos concretos que deban ser analizados, informados o resueltos por ellos o por
el organismo o servicio público a que pertenezcan.

c) La representación de un tercero en acciones civiles deducidas en contra de un
organismo de la Administración del Estado, salvo que actúen en favor de alguna
de las personas señaladas en la letra b) del Artículo 54 o que medie disposición
especial de ley que regule dicha representación.”.

b) Suprímese su inciso final.

3) Agrégase el siguiente artículo 56 bis, nuevo: 

“Artículo 56 bis.- Una vez cesados en sus cargos, y por un plazo de seis meses,
los ex funcionarios de las instituciones fiscalizadoras, en los términos del decreto
ley N° 3.5511, de 1981, con exclusión de la Contraloría General de la República y
la Defensoría Penal Pública, no podrán  prestar ningún tipo de servicio, sea de
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forma gratuita o remunerada, ni adquirir participación en la propiedad de entidades
respecto  de  las  cuales,  dentro  de  los  doce  meses  anteriores  el  cese  en  sus
funciones,  hayan,  de  forma  específica,  personal  y  directa,  emitido  actos,
resoluciones o dictámenes; participado en sesiones de órganos colegiados en las
que se hubiere adoptado algún acuerdo o resolución a su respecto; o intervenido
en  los  procedimientos  administrativos,  finalizados  o  no,  que  produjeron  o
producirán dichos actos administrativos. La prohibición de que trata este artículo
se extiende a aquellas empresas que formen parte del mismo grupo empresarial
en los términos de la ley N° 18.045.

Los funcionarios a que alude este artículo deberán, dentro de los diez días hábiles
siguientes  al  cese  en  funciones,  efectuar  una  declaración  jurada  en  la  que
individualicen  a  las  entidades  respecto  a  las  cuales  hayan  intervenido  en  los
términos del inciso anterior. Copia de dicha declaración deberá ser remitida al jefe
superior del órgano en el cual se desempeñaban y a la Contraloría General de la
República, para su registro.”.

4) Agrégase el siguiente artículo 56 ter, nuevo:

“Artículo 56 ter.- Sin perjuicio de la prohibición establecida en el artículo anterior,
los  ex  funcionarios  pertenecientes  al  primer  y  segundo  nivel  jerárquico  de las
instituciones fiscalizadoras a que alude dicho artículo, no podrán, por el plazo de
tres meses desde que cesen en sus cargos, prestar ningún tipo de servicio, sea de
forma gratuita o remunerada, ni adquirir participación en la propiedad, respecto de
ninguna de las entidades sujetas a la fiscalización del organismo en que se hayan
desempeñado  ni  de  aquellas  empresas  que  formen  parte  del  mismo  grupo
empresarial de estas en los términos de la ley N° 18.0452.

1 ARTICULO 2°- La Fiscalía Nacional Económica, el Servicio Nacional de Aduanas, la Dirección del Trabajo y la Superintendencia de Seguridad Social, serán instituciones autónomas,
con personalidad jurídica, de duración indefinida, y se relacionarán con el Ejecutivo a través de los Ministerios de los cuales dependen y se relacionan en la actividad. Estas instituciones
serán denominadas para todos los efectos legales, como "Instituciones fiscalizadoras" y el domicilio de ellas será la ciudad de Santiago, con excepción del Servicio Nacional de
Aduanas, respecto de cual lo será la ciudad de Valparaíso.
2 El artículo 96 de la ley N° 18.045, ley de mercado de valores, de 1981, establece que “Grupo empresarial es el conjunto de entidades que presentan vínculos de tal naturaleza en su
propiedad, administración o responsabilidad crediticia, que hacen presumir que la actuación económica y financiera de sus integrantes está guiada por los intereses comunes del grupo
o subordinada a éstos, o que existen riesgos financieros comunes en los créditos que se les otorgan o en la adquisición de valores que emiten.”.
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Durante los tres meses que dure la  prohibición que establece este artículo,  el
personal señalado en el inciso anterior tendrá derecho a percibir mensualmente
una compensación económica de parte de la institución en  la que se desempeñó,
equivalente  al  75%  de  la  remuneración  que  les  correspondía  percibir  por  el
ejercicio de sus funciones. La remuneración que servirá de base para el cálculo de
esta compensación será el  promedio de la remuneración bruta mensual de los
últimos doce meses anteriores al cese de funciones, actualizadas según el Índice
de Precios al Consumidor determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas o
por  el  sistema  de  reajustabilidad  que  lo  sustituya.  Esta  compensación  se
considerará remuneración para todos los efectos legales,  y no servirá de base
para el cálculo de ninguna otra remuneración. 

De la compensación a que se refiere el inciso anterior se deducirán los montos
que correspondan a los ingresos que mensualmente perciba el ex funcionario por
la  prestación  de  servicios  que  se  encuentre  habilitado  a  realizar,  en  cuanto
excedan el 25% del precitado promedio de la remuneración bruta mensual.  Se
facultará a la Tesorería General de la República para retener los montos que por
este  concepto  corresponda,  de  la  devolución  anual  de  impuestos  a  la  renta
respectiva, e imputar dichos montos a la deducción mencionada, en la forma que
señale el reglamento.

No procederá la compensación a que se refiere el inciso segundo en los casos en
que los sujetos afectados por la prohibición de que trata este artículo cesen en sus
cargos por destitución o cualquier otra causal imputable a su conducta. Asimismo,
esta compensación será  incompatible  con la  indemnización contemplada en el
artículo  quincuagésimo  octavo  de  la  ley  N°  19.882,  debiendo  optar  el  ex
funcionario  entre ambas,  manteniéndose en todo caso la  prohibición a que se
refiere este artículo3.

3 ARTÍCULO QUINCUAGÉSIMO OCTAVO.- Sin perjuicio de lo establecido en el artículo anterior, los altos directivos públicos tendrán en materia de remoción la calidad de empleados
de la exclusiva confianza de la autoridad facultada para disponer su nombramiento.
Durante los seis primeros meses del inicio del respectivo período presidencial, la autoridad facultada para hacer el nombramiento de los altos directivos de segundo nivel jerárquico
podrá solicitarles la renuncia, previa comunicación dirigida por escrito al Consejo de Alta Dirección Pública, la que deberá ser fundada. Dicho Consejo estará facultado para citar a la
referida autoridad a informar sobre el grado de cumplimiento del convenio de desempeño y los motivos de la desvinculación del alto directivo.
Cuando el  cese de funciones se produzca por petición de renuncia,  antes de concluir  el  plazo de nombramiento o de su renovación,  y no concurra una causal derivada de su
responsabilidad administrativa, civil o penal, o cuando dicho cese se produzca por el término del periodo de nombramiento sin que este sea renovado, el alto directivo tendrá derecho a
gozar de la indemnización contemplada en el artículo 148 de la ley Nº18.834.
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Las personas señaladas en el inciso primero de este artículo tendrán prohibido
desarrollar actividades de lobby a favor de las entidades sujetas a la fiscalización
del  órgano en que se desempeñaban y aquéllas  que formen parte del  mismo
grupo empresarial en los términos de la ley N° 18.045, por el período de dos años
a contar de la fecha de cese en sus funciones.”.

Asimismo, en los casos de petición de renuncia de los cargos de segundo nivel jerárquico, la autoridad facultada deberá expresar el motivo de la solicitud, que podrá basarse en razones
de desempeño o de confianza.
Con todo, previo a solicitar la renuncia de un subdirector de hospital afecto al Sistema de Alta Dirección Pública, la autoridad facultada para removerlo de dicho cargo deberá consultar al
director del hospital respectivo.
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5) Agrégase el siguiente artículo 56 quáter, nuevo:

“Artículo 56 quáter.- Los ex funcionarios afectos a las prohibiciones establecidas
en los artículos 56 bis y 56 ter deberán informar, durante el período que duren
dichas prohibiciones, al órgano al que pertenecían, sus participaciones societarias
y todas las actividades laborales y de prestación de servicios que realicen, tanto
en el  sector  público  como en el  sector  privado,  sean o no remuneradas.  Esta
obligación se extenderá hasta los seis meses posteriores al  término de dichas
prohibiciones y se materializará en la forma que indicará el reglamento.

Los órganos a  los  que pertenecían los  funcionarios  a que se refiere  el  inciso
anterior deberán mantener un registro público disponible en su sitio web donde
conste la información entregada, durante todo el tiempo que dure dicha obligación.
Asimismo, en este registro constarán las sanciones que se hubiesen impuesto en
virtud de los incisos siguientes.

La infracción al  deber  de información establecido en el  inciso primero de este
artículo  será  sancionada  con  multa  a  beneficio  fiscal  de  hasta  500  unidades
tributarias mensuales. El organismo que infrinja lo dispuesto en el inciso segundo
de  este  artículo  será  sancionado  por  el  Consejo  para  la  Transparencia  de
conformidad al  artículo 47 de la  ley N° 20.285,  sobre acceso a la  información
pública4.

Por su parte, la infracción a la prohibición a que se refiere el artículo 56 bis será
sancionada  con  multa  a  beneficio  fiscal  de  hasta  100  unidades  tributarias
mensuales.

La infracción de ex funcionarios a la prohibición a que se refiere el artículo 56 ter
será sancionada con multa a beneficio fiscal de hasta 1.000 unidades tributarias
mensuales.  Adicionalmente,  el  infractor  deberá restituir  el  monto  percibido  por
concepto de compensación económica a que alude el inciso segundo de dicho
artículo.

4 Artículo 47.- El incumplimiento injustificado de las normas sobre transparencia activa se sancionará con multa de 20% a 50% de las remuneraciones del infractor.
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La responsabilidad  de las  ex autoridades y ex funcionarios  por  infracción a  lo
dispuesto  en los  artículos  56 bis  y  56 ter,  se hará  efectiva  por  la  Contraloría
General de la República conforme a los artículos 134, 135 y 138 del decreto N°
2.421, de 1964, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido de la ley de
organización  y  atribuciones  de  la  Contraloría  General  de la  República,  ley  N°
10.336, para lo cual el instructor poseerá un plazo máximo e improrrogable de 20
días hábiles administrativos5. Las sanciones que imponga la Contraloría General
de la República serán reclamables ante la Corte de Apelaciones respectiva, dentro
de quinto día de notificada la resolución. La Corte de Apelaciones pedirá informe a
la  Contraloría,  el  que  deberá  ser  evacuado  dentro  de  los  diez  días  hábiles
siguientes al requerimiento. Para el conocimiento, vista y fallo de estas cuestiones,
se aplicarán las normas sobre las apelaciones de los incidentes en materia civil,
con preferencia para su vista y  fallo.  Respecto de la  resolución que falle  este
asunto,  no  procederán  recursos  ulteriores.  La  interposición  de  la  reclamación
suspenderá la aplicación de la sanción impuesta por la resolución recurrida.

Las personas naturales o jurídicas que constituyan vínculos laborales o reciban
prestación de servicios con quienes se encuentren afectos a las prohibiciones de
los  artículos  56  bis  y  56  ter  serán  sancionadas  por  la  entidad  fiscalizadora
respectiva  con  multa  a  beneficio  fiscal  de  hasta  4.000  unidades  tributarias

5 Artículo 134. Los sumarios administrativos serán el medio formal de establecer hechos sujetos a una investigación.
Los sumarios se tramitarán por escrito, agregando, unas a otras, las aseveraciones que se hagan y que deberán llevar la firma de los funcionarios o personas declarantes y la del
delegado.
Al respectivo expediente se agregarán, si los hubiere, los documentos o piezas que sirvan de fundamento o parte de prueba de los hechos.
Igualmente, se agregarán las piezas o documentos que el Fiscal ordene de oficio agregar. Agotada la investigación, por los medios más directos y pertinentes, se cerrará el sumario,
previos los careos y ratificaciones a que hubiere lugar.
De los cargos que resultaren del sumario se dará conocimiento personal e individualmente al funcionario o funcionarios afectados, estampando en el expediente las respectivas
declaraciones o descargos y agregando las piezas documentales que se presenten o entreguen por dichos funcionarios.
Una vez presentados los descargos o vencido el plazo otorgado al efecto sin que el inculpado los hubiere presentado, se dictará por el investigador una vista fiscal en que se consignen
en forma clara y precisa los hechos establecidos y la responsabilidad que se derive del sumario.
El expediente, con su respectiva vista fiscal, se elevará al Departamento de Inspección, para que se adopten o propongan las medidas definitivas que procedan.
Artículo 135. Los sumarios instruidos por la Contraloría serán secretos y el funcionario que dé informaciones sobre ellos será sancionado hasta con la destitución.
Artículo 138. En los casos en que proceda la suspensión de funcionarios, el delegado dará inmediatamente cuenta al Contralor y a la Tesorería que corra con el pago de sueldos del
funcionario suspendido.
La suspensión como medida preventiva durará el tiempo que sea necesario para la investigación, a menos que se aplique como medida disciplinaria, caso en el cual se estará a lo que
disponga el Estatuto Administrativo respecto a los funcionarios públicos civiles, o las leyes y reglamentos especiales de los Servicios, según corresponda.
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mensuales. La multa que se aplique en definitiva a las entidades privadas deberá
ser proporcional al tamaño de la empresa en los términos de la ley N° 20.4166.

La responsabilidad por las infracciones de que trata este artículo prescribirá una
vez transcurridos 2 años desde su comisión.”.

Artículo 62.- Contravienen especialmente el principio de la probidad administrativa,
las siguientes conductas:

1. Usar en beneficio propio o de terceros la información reservada o privilegiada a
que se tuviere acceso en razón de la función pública que se desempeña;

2.  Hacer  valer  indebidamente  la  posición  funcionaria  para  influir  sobre  una
persona con el objeto de conseguir un beneficio directo o indirecto para sí o para
un tercero;

3. Emplear, bajo cualquier forma, dinero o bienes de la institución, en provecho
propio o de terceros;

4. Ejecutar actividades, ocupar tiempo de la jornada de trabajo o utilizar personal o
recursos  del  organismo  en  beneficio  propio  o  para  fines  ajenos  a  los
institucionales;

5. Solicitar, hacerse prometer o aceptar, en razón del cargo o función, para sí o
para terceros, donativos, ventajas o privilegios de cualquier naturaleza.

Exceptúanse de esta prohibición los donativos oficiales y protocolares, y aquellos
que autoriza la costumbre como manifestaciones de cortesía y buena educación.

El  millaje  u  otro  beneficio  similar  que  otorguen  las  líneas  aéreas  por  vuelos
nacionales o internacionales a los que viajen como autoridades o funcionarios, y
que  sean  financiados  con  recursos  públicos,  no  podrán  ser  utilizados  en

6) En el numeral 6° del artículo 62:

6 La ley N° 20.416 fija normas especiales para las empresas de menor tamaño, entendiéndose por tales las microempresas, pequeñas empresas y medianas empresas.
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actividades o viajes particulares;

6.  Intervenir,  en  razón  de  las  funciones,  en  asuntos  en  que  se  tenga  interés
personal o en que lo tengan el  cónyuge, hijos, adoptados o parientes  hasta el
tercer grado de consanguinidad y segundo de afinidad inclusive.

Asimismo, participar en decisiones en que exista cualquier circunstancia que le
reste imparcialidad.

Las autoridades y funcionarios deberán abstenerse de participar en estos asuntos,
debiendo poner en conocimiento de su superior jerárquico la implicancia que les
afecta;

7. Omitir o eludir la propuesta pública en los casos que la ley la disponga;

8.  Contravenir  los  deberes  de  eficiencia,  eficacia  y  legalidad  que  rigen  el
desempeño de los cargos públicos, con grave entorpecimiento del servicio o del
ejercicio de los derechos ciudadanos ante la Administración, y

9. Efectuar denuncias de irregularidades o de faltas al principio de probidad de las
que haya afirmado tener conocimiento, sin fundamento y respecto de las cuales se
constatare su falsedad o el ánimo deliberado de perjudicar al denunciado.

a) Intercálase, a continuación de la palabra “cónyuge,” la expresión “conviviente
civil,”.

b) Sustitúyese la expresión “hasta el tercer grado” por “hasta el cuarto grado”.

c) Agrégase el siguiente párrafo final: 

“En los órganos colegiados, ante la inhabilidad de uno de sus miembros, a falta de
reglas especiales en los estatutos respectivos, el acuerdo o votación se celebrará
sin considerar al miembro inhabilitado para determinar el quórum respectivo.”.

LEY N° 19.880,
ESTABLECE BASES DE LOS PROCEDIMIENTOS ADMINISTRATIVOS QUE

RIGEN LOS ACTOS DE LOS ORGANOS DE LA ADMINISTRACION DEL
ESTADO, DE 2003

Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 12 de la ley N°
19.880, que establece bases de los procedimientos administrativos que rigen los
actos de los órganos de la Administración del Estado:

CAPITULO I
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Disposiciones Generales

Artículo  12.  Principio  de  abstención.  Las  autoridades  y  los  funcionarios  de  la
Administración  en  quienes  se  den  algunas  de  las  circunstancias  señaladas  a
continuación, se abstendrán de intervenir en el procedimiento y lo comunicarán a
su superior inmediato, quien resolverá lo procedente.
Son motivos de abstención los siguientes:

1.  Tener  interés  personal en  el  asunto  de  que  se  trate  o  en  otro  en  cuya
resolución  pudiera  influir  la  de aquél;  ser  administrador  de sociedad o entidad
interesada, o tener cuestión litigiosa pendiente con algún interesado.

1)  Intercálase  en  el  numeral  1,  a  continuación  de  la  expresión  “Tener  interés
personal,” la frase “o tenerlo su cónyuge, conviviente civil, hijos, adoptados, o
parientes hasta el cuarto grado de consanguinidad y segundo de afinidad
inclusive,”.

2.  Tener parentesco de consanguinidad dentro  del  cuarto grado o de afinidad
dentro del segundo, con cualquiera de los interesados, con los administradores de
entidades o sociedades interesadas y también con los asesores, representantes
legales o mandatarios que intervengan en el procedimiento, así como compartir
despacho  profesional  o  estar  asociado  con  éstos  para  el  asesoramiento,  la
representación o el mandato.

3.  Tener  amistad  íntima  o  enemistad  manifiesta  con  alguna  de  las  personas
mencionadas anteriormente.

4. Haber tenido intervención como perito o como testigo en el procedimiento de
que se trate.

5.  Tener  relación  de  servicio  con  persona  natural  o  jurídica  interesada
directamente en el asunto, o haberle prestado en los dos últimos años servicios
profesionales de cualquier tipo y en cualquier circunstancia o lugar.

La actuación de autoridades y los funcionarios de la Administración en los que
concurran motivos de abstención no implicará, necesariamente, la invalidez de los
actos en que hayan intervenido.

2) Reemplázase, en el numeral 2, la palabra “Tener” por la siguiente expresión
“Ser cónyuge o conviviente civil, hijo, adoptado, o tener”.
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La no abstención en los casos en que proceda dará lugar a responsabilidad.

En los casos previstos en los incisos precedentes podrá promoverse inhabilitación
por los interesados en cualquier momento de la tramitación del procedimiento.

La inhabilitación se planteará ante la misma autoridad o funcionario afectado, por
escrito, en el que se expresará la causa o causas en que se funda. 

LEY N° 19.886
LEY DE BASES SOBRE CONTRATOS ADMINISTRATIVOS DE SUMINISTRO Y

PRESTACION DE SERVICIOS, DE 2003

Artículo 3°.- Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 4° de la ley N°
19.886, de bases sobre contratos administrativos de suministro y prestación de
servicios:

CAPITULO II
De los requisitos para contratar con la Administración del Estado

Artículo  4º.-  Podrán  contratar  con  la  Administración  las  personas  naturales  o
jurídicas, chilenas o extranjeras, que acrediten su situación financiera e idoneidad
técnica conforme lo disponga el reglamento, cumpliendo con los demás requisitos
que  éste  señale  y  con  los  que  exige  el  derecho  común.  Quedarán  excluidos
quienes, dentro de los dos años anteriores al momento de la presentación de la
oferta, de la formulación de la propuesta o de la suscripción de la convención,
según se trate de licitaciones públicas, privadas o contratación directa, hayan sido
condenados por prácticas antisindicales o infracción a los derechos fundamentales
del trabajador, o por delitos concursales establecidos en el Código Penal.

En caso de que la empresa que obtiene la licitación o celebre convenio registre
saldos insolutos de remuneraciones o cotizaciones de seguridad social con sus
actuales trabajadores o con trabajadores contratados en los últimos dos años, los
primeros estados de pago producto del contrato licitado deberán ser destinados al
pago de dichas obligaciones, debiendo la empresa acreditar que la totalidad de las
obligaciones  se  encuentran  liquidadas  al  cumplirse  la  mitad  del  período  de
ejecución  del  contrato,  con  un  máximo  de  seis  meses.  El  respectivo  servicio
deberá exigir que la empresa contratada proceda a dichos pagos y le presente los

1) Sustitúyese su inciso sexto por el siguiente:
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comprobantes y planillas que demuestren el total cumplimiento de la obligación. El
incumplimiento de estas obligaciones por parte de la empresa contratada, dará
derecho  a  dar  por  terminado  el  respectivo  contrato,  pudiendo  llamarse  a  una
nueva licitación en la que la empresa referida no podrá participar.

Si la empresa prestadora del servicio, subcontratare parcialmente algunas labores
del mismo, la empresa subcontratista deberá igualmente cumplir con los requisitos
señalados en este artículo.

Cada  entidad  licitante  podrá  establecer,  respecto  del  adjudicatario,  en  las
respectivas bases de licitación, la obligación de otorgar y constituir, al momento de
la adjudicación, mandato con poder suficiente o la constitución de sociedad de
nacionalidad chilena o agencia de la extranjera, según corresponda, con la cual se
celebrará  el  contrato  y  cuyo  objeto  deberá  comprender  la  ejecución  de  dicho
contrato en los términos establecidos en esta ley.

El  inciso  anterior  sólo  se  aplicará  respecto  de  contratos  cuyo  objeto  sea  la
adquisición de bienes o la prestación de servicios que el adjudicatario se obligue a
entregar o prestar de manera sucesiva en el tiempo.

Ningún órgano de la Administración del Estado y de las empresas y corporaciones
del  Estado  o  en  que  éste  tenga  participación,  podrá  suscribir  contratos
administrativos  de  provisión  de  bienes  o  prestación  de  servicios  con  los
funcionarios directivos del mismo órgano o empresa, ni  con personas unidas a
ellos por los vínculos de parentesco descritos en la letra b) del artículo 54 de la ley
N° 18.575, ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración
del Estado, ni con sociedades de personas de las que aquéllos o éstas formen
parte, ni con sociedades comanditas por acciones o anónimas cerradas en que
aquéllos o éstas sean accionistas, ni con sociedades anónimas abiertas en que
aquéllos o éstas sean dueños de acciones que representen el 10% o más del
capital,  ni  con  los  gerentes,  administradores,  representantes  o  directores  de
cualquiera de las sociedades antedichas.

“Ningún  órgano  de  la  Administración  del  Estado  y  de  las  empresas  y
corporaciones  del  Estado  o  en  que  éste  tenga  participación,  podrá  suscribir
contratos administrativos de provisión de bienes o prestación de servicios con los
funcionarios del mismo órgano o empresa, salvo los órganos regidos por el Libro I
del  decreto  con fuerza de ley  N°  1,  de 2005,  del  Ministerio  de Salud7,  ni  con
personas unidas por los vínculos de parentesco descritos en la letra b) del artículo
54 de la  ley  N°  18.575,  ley  orgánica constitucional  de Bases Generales de la
Administración del Estado a funcionarios directivos del mismo órgano o empresa,
ni con sociedades de personas de las que aquéllos o éstas formen parte, ni con
sociedades  comanditas  por  acciones  o  anónimas  cerradas  en  que  aquéllos  o
éstas sean accionistas, ni con sociedades anónimas abiertas en que aquéllos o
éstas sean dueños de acciones que representen el 10% o más del capital, ni con
los gerentes, administradores, representantes o directores de cualquiera de las
sociedades antedichas.”.

7 El libro I del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, del Ministerio de Salud, regula a los organismos públicos de salud.
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Las mismas prohibiciones del inciso anterior se aplicarán a ambas Cámaras del
Congreso Nacional,  a  la  Corporación Administrativa  del  Poder  Judicial  y  a las
Municipalidades  y  sus  Corporaciones,  respecto  de  los  Parlamentarios,  los
integrantes del Escalafón Primario del Poder Judicial y los Alcaldes y Concejales,
según sea el caso.

Los contratos celebrados con infracción a lo dispuesto en el inciso anterior serán
nulos y los funcionarios que hayan participado en su celebración incurrirán en la
contravención al principio de probidad administrativa descrito en el numeral 6 del
inciso segundo del artículo 62 de la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional  de
Bases  Generales  de  la  Administración  del  Estado,  sin  perjuicio  de  la
responsabilidad civil y penal que les corresponda.

Sin  embargo,  cuando  circunstancias  excepcionales  lo  hagan  necesario,  los
órganos y empresas referidos en el inciso cuarto podrán celebrar dichos contratos,
siempre  que  se  ajusten  a  condiciones  de  equidad  similares  a  las  que
habitualmente  prevalecen  en  el  mercado.  La  aprobación  del  contrato  deberá
hacerse  por  resolución  fundada,  que  se  comunicará  al  superior  jerárquico  del
suscriptor, a la Contraloría General de la República y a la Cámara de Diputados.
En el caso del Congreso Nacional la comunicación se dirigirá a la Comisión de
Ética del Senado o a la Comisión de Conducta de la Cámara de Diputados, según
corresponda y, en el caso del Poder Judicial, a su Comisión de Ética.

2) Reemplázase, en su inciso octavo, la expresión “en el inciso anterior” por “en
los incisos anteriores”.

DECRETO CON FUERZA DE LEY N° 1, DE 2005, DEL MINISTERIO DEL
INTERIOR, Y SEGURIDAD PÚBLICA FIJA EL TEXTO REFUNDIDO,

COORDINADO, SISTEMATIZADO Y ACTUALIZADO DE LA LEY N° 19.175,
ORGANICA CONSTITUCIONAL SOBRE GOBIERNO Y ADMINISTRACION

REGIONAL, DE 1992

Artículo 4°.- Modifícase el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, del Ministerio
del  Interior,  y  Seguridad  Pública  que  fija  el  texto  refundido,  coordinado  y
sistematizado  de  la  ley  Nº  19.175,  orgánica  constitucional  sobre  Gobierno  y
Administración Regional, en el siguiente sentido:

Artículo 35.- A los consejeros no les serán aplicables las normas que rigen para
los  funcionarios  públicos,  salvo  en  materia  de  probidad  administrativa  y
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responsabilidad civil y penal.

Ningún consejero podrá tomar parte en la discusión y votación de asuntos en que
él  o  sus  parientes,  hasta  el  cuarto  grado  de  consanguinidad  o  segundo  de
afinidad, estén interesados, salvo que se trate de nombramientos o designaciones
que correspondan a los propios consejeros.
 

1) Intercálase en el inciso segundo, del artículo 35, entre las expresiones “asuntos
en que él”  y  “o sus parientes”,  las expresiones “,  su cónyuge o conviviente
civil,”.

Se  entiende  que  existe  dicho  interés  cuando  su  resolución  afecta  moral  o
pecuniariamente a las personas referidas.

Si  algún  consejero  regional  implicado  concurriere  igualmente  a  la  discusión  o
votación,  será  sancionado  con  multa  de  entre  50  y  300  unidades  tributarias
mensuales,  según  establezca  el  Tribunal  Electoral  Regional  competente.  El
producto  de dicha  multa  será  de beneficio  del  gobierno  regional.  Si  el  mismo
consejero regional incurriere por segunda vez en la misma situación, la infracción
constituirá  causal  de  cesación  en  el  cargo.  Para  hacer  efectiva  esta
responsabilidad se estará a lo dispuesto en el artículo 41.

Sin perjuicio de lo anterior, cualquier persona que esté en conocimiento de hechos
que puedan configurar la infracción descrita en el inciso anterior podrá interponer
la reclamación pertinente ante el Tribunal Electoral Regional respectivo, dentro de
los  diez  días hábiles  siguientes  a la  ocurrencia  de la  misma.  Dicha  acción se
formalizará por escrito y deberá necesariamente acompañarse los antecedentes
suficientes en que ella se funde; en caso contrario no será admitida a tramitación y
el denunciante será sancionado con multa de entre 10 y 50 unidades tributarias
mensuales,  según establezca el  referido Tribunal,  la que será de beneficio  del
gobierno regional respectivo.

2) Agrégase en el inciso tercero del artículo 35, la siguiente oración final:

“Asimismo los consejeros deberán abstenerse de participar en decisiones en que
exista cualquier circunstancia que le reste imparcialidad.”.

DECRETO CON FUERZA DE LEY N° 1, DE 2006, DEL MINISTERIO DEL
INTERIOR Y SEGURIDAD PÚBLICA FIJA EL TEXTO REFUNDIDO,

COORDINADO Y SISTEMATIZADO DE LA LEY Nº 18.695, ORGANICA

Artículo 5°.- Modifícase el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2006, del Ministerio
del  Interior  y  Seguridad  Pública,  que  fija  el  texto  refundido,  coordinado  y
sistematizado de la ley Nº 18.695, orgánica constitucional de Municipalidades, en
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CONSTITUCIONAL DE MUNICIPALIDADES el siguiente sentido:

Artículo 70.- Los alcaldes no podrán tomar parte en la discusión y votación de
asuntos  en que él o sus parientes, hasta el cuarto grado de consanguinidad o
segundo de afinidad, tengan interés.

1) Intercálase en su artículo 70, a continuación de la expresión “en que él”,  la
expresión “su cónyuge o su conviviente civil”.

2) Agrégase en su artículo 70 el siguiente inciso segundo, nuevo:

“Asimismo,  deberán  abstenerse  de  participar  en  decisiones  en  que  exista
cualquier circunstancia que le reste imparcialidad.”.

Artículo 89.- A los concejales no les serán aplicables las normas que rigen a los
funcionarios municipales, salvo en materia de responsabilidad civil y penal.

Ningún concejal de la municipalidad podrá tomar parte en la discusión y votación
de asuntos en que él o sus parientes, hasta el cuarto grado de consanguinidad o
segundo de afinidad, estén interesados, salvo que se trate de nombramientos o
designaciones que deban recaer en los propios concejales.

Se  entiende  que  existe  dicho  interés  cuando  su  resolución  afecte  moral  o
pecuniariamente a las personas referidas.

3)  Intercálase  en  el  inciso  segundo  de  su  artículo  89,  a  continuación  de  la
expresión “en que él”, la expresión “su cónyuge o su conviviente civil”.

4) Agrégase en su artículo 89 el siguiente inciso final, nuevo:

“Asimismo,  deberán  abstenerse  de  participar  en  decisiones  en  que  exista
cualquier circunstancia que le reste imparcialidad.”.

DECRETO CON FUERZA DE LEY N° 29 DE 2004, DEL MINISTERIO DE
HACIENDA,

Artículo 6°.- Modifícase el decreto con fuerza de ley N° 29 de 2004, del Ministerio
de Hacienda,  que fija  texto refundido,  coordinado y sistematizado de la ley Nº
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FIJA TEXTO REFUNDIDO, COORDINADO Y SISTEMATIZADO DE LA LEY Nº
18.834, SOBRE ESTATUTO ADMINISTRATIVO, DE 1989

18.834, sobre Estatuto Administrativo, en el siguiente sentido:

TITULO III
De las obligaciones funcionarias

Párrafo 1º
Normas generales

Artículo 61.- Serán obligaciones de cada funcionario:

a)  Desempeñar  personalmente  las  funciones  del  cargo  en  forma  regular  y
continua, sin perjuicio de las normas sobre delegación;

b) Orientar el desarrollo de sus funciones al cumplimiento de los objetivos de la
institución y a la mejor prestación de los servicios que a ésta correspondan;

c)  Realizar  sus  labores  con  esmero,  cortesía,  dedicación  y  eficiencia,
contribuyendo a materializar los objetivos de la institución;

d) Cumplir la jornada de trabajo y realizar los trabajos extraordinarios que ordene
el superior jerárquico;

e)  Cumplir  las  destinaciones  y  las  comisiones  de  servicio  que  disponga  la
autoridad competente;

f) Obedecer las órdenes impartidas por el superior jerárquico;

g) Observar estrictamente el principio de probidad administrativa, que implica una
conducta  funcionaria  moralmente  intachable  y  una  entrega  honesta  y  leal  al
desempeño de su cargo, con preeminencia del interés público sobre el privado;

h) Guardar secreto en los asuntos que revistan el carácter de reservados en virtud
de la ley, del reglamento, de su naturaleza o por instrucciones especiales;
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i) Observar una vida social acorde con la dignidad del cargo;

j)  Proporcionar con fidelidad y precisión los datos que la institución le requiera
relativos a situaciones personales o de familia, cuando ello sea de interés para la
Administración, debiendo ésta guardar debida reserva de los mismos;

k) Denunciar ante el Ministerio Público o ante la policía si no hubiere fiscalía en el
lugar en que el funcionario presta servicios, con la debida prontitud, los crímenes o
simples  delitos  y  a  la  autoridad  competente  los  hechos  de  carácter  irregular,
especialmente  de  aquéllos  que  contravienen  el  principio  de  probidad
administrativa regulado por la ley Nº 18.575.

l) Rendir fianza cuando en razón de su cargo tenga la administración y custodia de
fondos  o  bienes,  de  conformidad  con  la  Ley  Orgánica  Constitucional  de  la
Contraloría General de la República, y

m) Justificarse ante el superior jerárquico de los cargos que se le formulen con
publicidad, dentro del plazo que éste le fije, atendidas las circunstancias del caso.

1) Agrégase, a la letra k) del artículo 61, la siguiente oración final:

“Esta denuncia tendrá, mientras dure la investigación, el carácter de confidencial,
manteniéndose en reserva la identidad del denunciante, aun cuando este no lo
haya solicitado expresamente.”.

Artículo 90 A.- Los funcionarios que ejerzan las acciones a que se refiere la letra
k) del artículo 61 tendrán los siguientes derechos:

a) No podrán ser objeto de las medidas disciplinarias de suspensión del empleo o
de destitución, desde la fecha en que la autoridad reciba la denuncia y hasta la
fecha en que se resuelva en definitiva no tenerla por presentada o, en su caso,
hasta  noventa  días  después  de  haber  terminado  la  investigación  sumaria  o
sumario, incoados a partir de la citada denuncia.

b)  No ser trasladados de localidad o de la  función que desempeñaren,  sin su
autorización por escrito, durante el lapso a que se refiere la letra precedente.

2) En el artículo 90 A:

18



TEXTO LEGAL VIGENTE TEXTO DEL MENSAJE

c)  No  ser  objeto  de  precalificación  anual,  si  el  denunciado  fuese  su  superior
jerárquico, durante el mismo lapso a que se refieren las letras anteriores, salvo
que expresamente la solicitare el denunciante. Si no lo hiciere, regirá su última
calificación para todos los efectos legales.

Aceptada la denuncia por una autoridad competente, la formulación de ella ante
otras autoridades no dará origen a la protección que establece este artículo.

a) Suprímese su inciso final.

b) Agrégase el siguiente inciso final, nuevo: 

“Los derechos que señala este artículo también serán reconocidos a las personas
que presten servicios en virtud de un contrato a honorarios.”.

LEY Nº 18.883,
APRUEBA ESTATUTO ADMINISTRATIVO PARA FUNCIONARIOS

MUNICIPALES, DE 1989

Artículo  7°.-  Modifícase  la  ley  Nº  18.883,  sobre  Estatuto  Administrativo  para
Funcionarios Municipales, en el siguiente sentido:

TITULO III
De las Obligaciones Funcionarias

PARRAFO 1°
NORMAS GENERALES

Artículo 58.- Serán obligaciones de cada funcionario:

a)  Desempeñar  personalmente  las  funciones  del  cargo  en  forma  regular  y
continua, sin perjuicio de las normas sobre delegación;

b) Orientar el desarrollo de sus funciones al cumplimiento de los objetivos de la
municipalidad y a la mejor prestación de los servicios que a ésta correspondan;

c)  Realizar  sus  labores  con  esmero,  cortesía,  dedicación  y  eficiencia,
contribuyendo a materializar los objetivos de la municipalidad;
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d) Cumplir la jornada de trabajo y realizar los trabajos extraordinarios que ordene
el superior jerárquico;

e)  Cumplir  las  destinaciones  y  las  comisiones  de  servicio  que  disponga  la
autoridad competente;

f) Obedecer las órdenes impartidas por el superior jerárquico;

g) Observar estrictamente el principio de la probidad administrativa regulado por la
ley Nº 18.575 y demás disposiciones especiales;

h) Guardar secreto en los asuntos que revistan el carácter de reservados en virtud
de la ley, del reglamento, de su naturaleza o por instrucciones especiales;

i) Observar una vida social acorde con la dignidad del cargo;

j) Proporcionar con fidelidad y precisión los datos que la municipalidad le requiera
relativos a situaciones personales o de familia, cuando ello sea de interés para la
municipalidad, debiendo ésta guardar debida reserva de los mismos;

k) Denunciar ante el Ministerio Público, o ante la policía si no hubiere fiscalía en la
comuna  en  que  tiene  su  sede  la  municipalidad,  con  la  debida  prontitud,  los
crímenes o simples delitos y al alcalde los hechos de carácter irregular o las faltas
al principio de probidad de que tome conocimiento;

l) Rendir fianza cuando en razón de su cargo tenga la administración y custodia de
fondos  o  bienes,  de  conformidad  con  la  Ley  Orgánica  Constitucional  de  la
Contraloría General de la República, y

m) Justificarse ante el superior jerárquico de los cargos que se le formulen con
publicidad, dentro del plazo que éste le fije, atendidas las circunstancias del caso.

1) Agrégase, a la letra k) del artículo 58, a continuación del punto y coma, que
pasa a ser punto seguido, la siguiente oración final: 

“Esta denuncia tendrá el carácter de confidencial mientras dure la investigación,
manteniéndose en reserva la identidad del denunciante, aun cuando éste no lo
haya solicitado expresamente.”.
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Artículo 88 A.- Los funcionarios que ejerzan las acciones a que se refiere la letra
k) del artículo 58 tendrán los siguientes derechos:

a) No podrán ser objeto de las medidas disciplinarias de suspensión del empleo o
de destitución, desde la fecha en que el alcalde tenga por presentada la denuncia
y  hasta  noventa  días  después  de  haber  terminado  la  investigación  sumaria  o
sumario, incoados a partir de la citada denuncia.

b)  No ser trasladados de localidad o de la  función que desempeñaren,  sin su
autorización por escrito, durante el lapso a que se refiere la letra precedente.

c)  No  ser  objeto  de  precalificación  anual,  si  el  denunciado  fuese  su  superior
jerárquico, durante el mismo lapso a que se refieren las letras anteriores, salvo
que expresamente la solicitare el denunciante. Si no lo hiciere, regirá su última
calificación para todos los efectos legales.

2) Introdúcense, en el artículo 88 A, el siguiente inciso final, nuevo: 

“Los derechos que señala este artículo también serán reconocidos a las personas
que presten servicios en virtud de un contrato a honorarios.”.

LEY N° 18.918,
ORGÁNICA CONSTITUCIONAL DEL CONGRESO NACIONAL, 

DE 1990

Artículo  8°.-  Modifícase la  ley  N° 18.918,  orgánica constitucional  del  Congreso
Nacional, en el siguiente sentido:

Artículo 5º B. Los miembros de cada una de las Cámaras no podrán promover ni
votar  ningún  asunto  que  interese  directa  o  personalmente  a  ellos  o  a  sus
cónyuges,  ascendientes,  descendientes  o  colaterales  hasta  el  tercer  grado  de
consanguinidad y el segundo de afinidad,  inclusive,  o a las personas ligadas a
ellos  por  adopción.  Con  todo,  podrán  participar  en  el  debate  advirtiendo
previamente  el  interés  que  ellas,  o  las  personas  mencionadas,  tengan  en  el

1) Modifícase el artículo 5° B en el siguiente sentido:

a) Sustitúyese el inciso primero por el siguiente:

“Los miembros de cada una de las Cámaras no podrán promover, intervenir, ni
votar  ningún  asunto  que  interese  directa  o  personalmente  a  ellos  o  a  sus
cónyuges, convivientes civiles, hijos, adoptados o parientes hasta el cuarto grado
de consanguinidad y el segundo de afinidad, inclusive.”.
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asunto.

No regirá este impedimento en asuntos de índole general que interesen al gremio,
profesión, industria o comercio a que pertenezcan, en elecciones o en aquellas
materias que importen el ejercicio de alguna de las atribuciones exclusivas de la
respectiva Cámara.

b) Agréganse los siguientes incisos finales:

“La inhabilidad que afecte a uno o más miembros de una o ambas cámaras, podrá
ser  promovida  por  el  propio  diputado  o  senador  inhabilitado  o  por  otro
parlamentario  que  tenga  conocimiento  de  los  hechos   constitutivos  de  la
inhabilidad,  ante la  Sala  de la  Corporación o ante la  comisión respectiva.  Los
secretarios generales  de cada Cámara o los secretarios de las comisiones de
aquéllas, según el caso, deberán informar a los parlamentarios de los eventuales
conflictos de intereses que les afecten y de los que tengan conocimiento, y remitir
los  antecedentes  pertinentes  a  la  Comisión  de  Ética  y  Transparencia
Parlamentaria y a la Sala de la Corporación, si correspondiere.

La  inhabilidad  promovida  deberá  ser  resuelta  por  la  Sala  de  la  respectiva
Corporación tan pronto como se promueva, con exclusión del afectado y previo
informe de la Comisión de Ética y Transparencia Parlamentaria respectiva, la que
deberá pronunciarse  en un plazo máximo de cinco días  hábiles  desde que la
inhabilidad  sea  promovida.  Este  procedimiento  en  ningún  caso  suspenderá  la
tramitación  de  un proyecto  de  ley  y  mientras  no  se resuelva  la  inhabilidad  el
parlamentario no se entenderá inhabilitado.

En el caso de que la inhabilidad se promueva o declare con posterioridad a la
votación del asunto que le dé lugar, el diputado o senador que haya infringido lo
dispuesto en el inciso primero de este artículo, será sancionado por la respectiva
Comisión de Ética y Transparencia Parlamentaria, de conformidad a esta ley.

Las Comisiones de Ética y Transparencia Parlamentaria deberán publicar, en el
sitio web de la corporación respectiva, un informe mensual de todas las solicitudes
de inhabilitación y de lo resuelto conforme a este artículo.”.
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Título VII
DEL CONSEJO RESOLUTIVO DE ASIGNACIONES PARLAMENTARIAS Y DEL

COMITÉ DE AUDITORÍA PARLAMENTARIA

Artículo 66.- El Consejo Resolutivo de Asignaciones Parlamentarias determinará,
con cargo al presupuesto del Congreso Nacional y conforme a los principios que
rigen  la  actividad  parlamentaria,  el  monto,  el  destino,  la  reajustabilidad  y  los
criterios de uso de los fondos públicos destinados por cada Cámara a financiar el
ejercicio de la función parlamentaria. Para efectuar dicha labor, el Consejo oirá a
las  Comisiones  de  Régimen  Interior  del  Senado  y  de  Régimen  Interno  de  la
Cámara de Diputados. 

Se  entenderá  por  función  parlamentaria  todas  las  actividades  que  realizan
senadores y diputados para dar cumplimiento a las funciones y atribuciones que
les  confieren  la  Constitución  y  las  leyes.  Ella  comprende  la  tarea  de
representación popular y las diversas labores políticas que llevan a cabo aquéllos
y los comités parlamentarios. 

El Consejo estará integrado por: 

2) Intercálanse, en el artículo 66, los siguientes incisos tercero y cuarto, nuevos:

“Se  prohíbe  utilizar  las  asignaciones  de  que  trata  este  artículo  para  la
remuneración  o  cualquier  tipo  de  pago,  a  cualquier  título,  de  forma  directa  o
indirecta, a las personas que tengan la calidad de cónyuge, conviviente civil,  o
parientes hasta el cuarto grado de consanguinidad y segundo de afinidad inclusive
respecto de un diputado o senador, los funcionarios de las categorías A, B y C de
las plantas de ambas corporaciones o de la planta de la Biblioteca del Congreso
Nacional, los abogados secretarios de comisiones y quienes integren el Consejo
Resolutivo  de  Asignaciones  Parlamentarias  o  el  Comité  de  Auditoría
Parlamentaria.

Asimismo, se prohíbe a los parlamentarios utilizar las asignaciones de que trata
este artículo para la remuneración o cualquier tipo de pago, a cualquier título, de
forma directa o indirecta, a los concejales o a los consejeros regionales de su
distrito  o circunscripción,  según corresponda;  o al  cónyuge,  conviviente  civil,  o
parientes de ellos hasta el cuarto grado de consanguinidad y segundo de afinidad,
ambos inclusive.”.
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a)  Un  ex  consejero  del  Banco  Central  y  un  ex  decano  de  una  facultad  de
Administración, de Economía o de Derecho de cualquier universidad reconocida
oficialmente por el Estado. 

b)  Un  ex  senador  y  un  ex  diputado  que  se  hayan  desempeñado  como
parlamentarios durante un mínimo de ocho años.

c)  Un  ex  Ministro  de  Hacienda,  o  un  ex  Ministro  de  Economía,  Fomento  y
Reconstrucción, o un ex Director de la Dirección de Presupuestos del Ministerio de
Hacienda.

Los consejeros durarán cuatro años en sus cargos y podrán ser reelegidos.

El Consejo ejercerá sus funciones en el período legislativo siguiente a aquel en
que haya sido elegido.

El  Consejo  será  presidido  por  el  consejero  que  determinen  sus  miembros;
sesionará y adoptará sus acuerdos por la mayoría de éstos, y deberá reunirse a lo
menos una vez al año. A los acuerdos, resoluciones y funcionamiento del Consejo
les  serán  aplicables,  en  lo  pertinente,  las  normas  de  esta  ley  referidas  a  las
comisiones.

Los consejeros serán elegidos, con a lo menos sesenta días de anticipación al
término  de  cada  período  legislativo,  por  los  tres  quintos  de  los  senadores  y
diputados en ejercicio,  a propuesta de una Comisión Bicameral compuesta por
igual número de senadores y diputados, quienes deberán ser integrantes de la
Comisión  de  Régimen  Interior  del  Senado  y  de  la  de  Régimen  Interno  de  la
Cámara de Diputados, respectivamente. Las vacantes de  miembros del Consejo
se proveerán de igual forma, dentro de los noventa días siguientes a la fecha en
que se produzcan. El reemplazante durará en el cargo hasta completar el período
que le restaba al consejero sustituido.

Los  consejeros  serán  inamovibles,  salvo  que  incurran  en  incapacidad  o
negligencia manifiesta en el ejercicio de sus funciones, así calificada por los tres
quintos de los senadores y diputados en ejercicio, a petición del Presidente del
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Senado, o del Presidente de la Cámara de Diputados, o de cinco senadores, o de
diez diputados.

El  Consejo  Resolutivo  se  constituirá  al  inicio  de  cada  período  legislativo,
oportunidad en que fijará sus normas de funcionamiento interno en todo lo  no
regulado por el reglamento que deberá dictar una Comisión Bicameral integrada
por cuatro diputados y cuatro senadores, elegidos por la Sala de la Corporación a
la que pertenecen. Este reglamento deberá ser aprobado, con las formalidades
que rigen la tramitación de un proyecto de ley, por la mayoría absoluta de los
miembros presentes del Senado y de la Cámara de Diputados.

La Mesa de cada Cámara ejecutará los acuerdos del Consejo desde que se dé
cuenta  de ellos  y  ordenará  publicarlos  en el  sitio  electrónico  de  la  respectiva
Corporación.

El  Senado y la  Cámara de Diputados proporcionarán al  Consejo Resolutivo  la
información que requiera y le entregarán, por iguales partes, los medios y recursos
necesarios para su funcionamiento.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS

Artículo  primero.-  La presente  ley  entrará  en  vigencia  a  contar  del  día  de  su
publicación en el Diario Oficial, con las siguientes excepciones:

1) Las modificaciones introducidas por el número 1 del artículo primero afectarán
al personal que comience a servir en los órganos de la Administración del Estado
con posterioridad a su publicación.

2) Las modificaciones que introduce el artículo tercero no afectarán los contratos
de suministro y prestación de servicios válidamente celebrados con anterioridad a
su publicación.

3) Las modificaciones efectuadas por el artículo octavo, N° 2, no afectarán las
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